
     

 

  

RESPUESTA A OBSERVACIONES PRESENTADAS AL PROYECTO DE PLIEGO DE 
CONDICIONES DEL PROCESO ADELANTADO A TRAVÉS DE LA MODALIDAD DE 

MENOR CUANTÍA No. SAMC-013-2026 

 
Fecha: Octubre de 2026. 

OBJETO: PRESTACIÓN DE SERVICOS PROFESIONALES PARA LA REALIZACIÓN DE 

LA CAMPAÑA DE EDUCACIÓN Y SEGURIDAD VIAL “CHINÚ SE MUEVE SEGURO” 

DIRIGIDO A LOS ACTORES VIALES DEL MUNICIPIO DE CHINU - DEPARTAMENTO DE 

CORDOBA. 

ESCRITO No. 1: SERVICIOS INTEGRALES PARA EL DESARROLLO ONG – SID ONG 

 



     

 

  

 

 



     

 

  

 

EN ATENCIÓN A LA PRIMERA OBSERVACIÓN, nos permitimos manifestarle que los 

códigos requeridos por la entidad son acordes al objeto contractual y las actividades a 

ejecutar, y no corresponde un requerimiento desproporcional. 

Es pertinente anotar que la solicitud de estos códigos en los documentos de participación 

en el proceso contractual, responden a la planeación precontractual contemplada en la 

elaboración de documentos de planeación y evidenciada en el plan de adquisiciones de 

bienes obras y servicios de la entidad. 

 

Para los efectos, se evidencia el certificado de que el objeto a contratar se encuentra 

previsto en el plan anual de adquisiciones vigencia 2026 donde se clasificó el objeto del 

contrato a celebrar en dichos códigos: 



     

 

  

 

Ahora bien, frente al código 55121700, este se identifica una clase del clasificador 

UNSPSC, la cual agrupa varios productos, entre ellos: pendones, señales de tránsito, 

pancartas, kits de señalización y demás elementos de señalización y comunicación visual. 

La exigencia no se limita a la denominación de la clase, sino que comprende los 

productos que esta contiene, los cuales guardan relación directa con las actividades del 

objeto, y las especificaciones técnicas. En consecuencia, la experiencia exigida es 

adecuada y proporcional a la naturaleza del contrato (artículo 2.2.1.1.1.6.2 del Decreto 

1082 de 2015). 

EN ATENCIÓN A LA SEGUNDA OBSERVACIÓN, nos permitimos manifestarle que, el 

Decreto 1082 de 2015 en su Artículo 2.2.1.1.1.6.1. estableció el deber de la entidad de 

realizar un análisis del sector para cada proceso de selección de contratista, a saber:  

“(…) Artículo 2.2.1.1.1.6.1. Deber de análisis de las Entidades Estatales. La Entidad Estatal debe hacer, 

durante la etapa de planeación, el análisis necesario para conocer el sector relativo al objeto del Proceso de 

Contratación desde la perspectiva legal, comercial, financiera, organizacional, técnica, y de análisis de Riesgo. 

La Entidad Estatal debe dejar constancia de este análisis en los Documentos del Proceso. (…)”  



     

 

  

En este contexto y en relación a la perspectiva financiera y organizacional, el Manual para 

determinar y verificar los factores habilitantes en los Procesos de Contratación de la 

Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente, establece las 

siguientes reglas generales para la fijación de los indicadores de Capacidad Financiera a 

saber: 

“(…) 4. REQUISITO HABILITANTE DE CAPACIDAD FINANCIERA  

La capacidad financiera busca establecer condiciones mínimas en relación con la «salud financiera» de los 

proponentes, particularmente demostrar su aptitud para cumplir oportuna y cabalmente el objeto del contrato a 

través del análisis de su liquidez, endeudamiento y razón de cobertura de intereses. En ese sentido, la 

capacidad financiera que la entidad requiera para un Proceso de Contratación debe ser adecuada y 

proporcional a la naturaleza, forma de pago, plazo, complejidad, riesgo y al valor del contrato. Además, los 

requisitos de capacidad financiera deben ser establecidos con fundamento en los estudios del sector, para 

cuya elaboración se recomienda la aplicación de lo dispuesto en la «Guía para la Elaboración de Estudios de 

Sector», expedida por esta Agencia. 

En atención a la naturaleza del contrato a suscribir y su valor, plazo y forma de pago, la entidad debe hacer 

uso de los indicadores que considere adecuados respecto del objeto del Proceso de Contratación, para lo cual 

no es suficiente la aplicación mecánica de fórmulas financieras, pues deben conocer cada indicador, sus 

fórmulas de cálculo y su interpretación.  

Es importante resaltar que la Entidad Estatal debe establecer un requisito adicional a los requisitos 

habilitantes, que es la Capacidad Residual o K de Contratación, el cual deben cumplir los interesados en 

participar en un Proceso de Contratación para la ejecución de una obra pública.  

Finalmente, es de destacar que, en el procedimiento de mínima cuantía, la entidad podrá exigir una capacidad 

financiera mínima cuando no hace el pago contra entrega a satisfacción de los bienes, obras o servicios. En 

estos casos, la entidad deberá indicar la forma en la que hará la verificación correspondiente en la invitación. 

Según el artículo 2.2.1.1.1.5.3. del Decreto 1082 de 2015, son indicadores de la capacidad financiera los 

siguientes: 

 

La Entidad Estatal debe determinar los requisitos habilitantes en comento teniendo en cuenta lo que mide el 

indicador.  

Si un indicador representa una mayor probabilidad de riesgo a medida que aumenta su valor, se debe fijar 

como criterio un valor máximo.  

Si refleja una menor probabilidad de riesgo a medida que su valor sea mayor, procede fijar un mínimo.  

Por ejemplo, a mayor índice de endeudamiento aumenta la probabilidad de que el contratista incumpla sus 

obligaciones, por lo que corresponde fijar un valor máximo para éste.  

La siguiente tabla muestra la interpretación de cada uno de los indicadores de capacidad financiera que debe 

contener el RUP y su relación con la probabilidad de Riesgo 



     

 

  

 

(…) 

4.2. Indicadores adicionales de capacidad financiera  

Las Entidades Estatales también pueden optar por utilizar indicadores distintos de los señalados en el artículo 

2.2.1.1.1.5.3 del Decreto 1082 de 2015 para evaluar la capacidad financiera, cuando en virtud del análisis 

correspondiente se determine necesario. Dicho análisis a su vez puede estudiar la necesidad de aplicar los 

indicadores señalados en la norma en conjunto con otros indicadores complementarios, relevantes en relación 

con las características del objeto a contratar, la naturaleza, valor, complejidad y Riesgo del Proceso de 

Contratación.  

Es importante tener en cuenta que los indicadores pueden ser índices como el de liquidez (activo corriente 

dividido por el pasivo corriente) o valores absolutos como el capital de trabajo y el patrimonio. La siguiente 

tabla presenta algunos indicadores adicionales de capacidad financiera: 

 

(…) 

5. REQUISITO HABILITANTE DE CAPACIDAD ORGANIZACIONAL 

La capacidad organizacional es la aptitud de un proponente para cumplir oportuna y cabalmente el objeto del 

contrato en función de su organización interna. El artículo 2.2.1.1.1.5.3 del Decreto 1082 de 2015 definió los 

indicadores de rentabilidad para medirla, teniendo en cuenta que un oferente está bien organizado cuando es 

rentable. 

5.1. Indicadores de capacidad organizacional 

Los indicadores de capacidad organizacional contenidos en el artículo 2.2.1.1.1.5.3 del Decreto 1082 de 2015 

son: 



     

 

  

 

La determinación de cada requisito habilitante debe estar enmarcada en el análisis y el concepto de lo que 

mide el indicador. Si el indicador representa una mayor probabilidad de Riesgo a medida que su valor 

aumenta, la Entidad Estatal debe fijar un valor máximo para el requisito habilitante. Si el indicador refleja una 

menor probabilidad de Riesgo a medida que su valor es mayor, la Entidad Estatal debe establecer un mínimo.  

La siguiente tabla muestra la interpretación de cada uno de los indicadores de capacidad organizacional que 

debe contener el RUP y su relación con la probabilidad del Riesgo: 

 

(…)” Tomado textualmente Manual para determinar y verificar los factores habilitantes en los Procesos de Contratación de 

la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente. 

Ahora bien, los indicadores financieros y organizacionales, al no ser una cifra exacta que 

oriente la participación de una determinada empresa, corresponde a un promedio general 

que permita la mayor participación de personas naturales o jurídicas en un determinado 

proceso público, teniendo en cuenta que el reflejo de ésta corresponderá a la situación 

económica del sector; por lo que los índices de capacidad financiera y organizacional 

requeridos inicialmente para el presente proceso de selección de contratista, se 

encuentran ajustados a la media promedio del sector que refleja el análisis realizado, 

garantizando así que pluralidad de empresas interesadas participen del proceso en 

referencia. 

Los requerimientos previstos en el análisis del sector corresponden a un estudio basado 

en el histórico de la contratación realizada por la entidad, en la que se compararon los 

indicadores financieros y de organización de empresas del sector y se realizó un 

promedio de los valores para determinar los indicadores financieros y organizacionales.  

Toda la elaboración del estudio del sector y el requerimiento de los índices financieros y 

organizacionales se hizo tal como lo exige la norma reglamentaria y la jurisprudencia 



     

 

  

constitucional, a efectos de fijar requisitos de participación de pluralidad de oferentes, esta 

entidad conforme al principio de igualdad de oportunidades, aplicado a la contratación de 

la administración pública, permitiendo la libre concurrencia u oposición, garantizando la 

facultad de participar en el trámite concursal a todos los posibles proponentes que tengan 

la real posibilidad de ofrecer lo que demanda la administración. 

En este sentido, los indicadores financieros y organizacionales requeridos por la entidad 

son acordes a los indicadores de organización de las empresas del sector, por lo cual se 

respalda el principio de selección objetiva y se da más pluralidad a la convocatoria 

favoreciendo a la entidad en el cumplimiento del principio de la contratación pública de 

estado colombiano.  

Así las cosas, no es posible acceder a su solicitud. 

EN ATENCIÓN A LA TERCERA OBSERVACIÓN, La entidad se permite dar respuesta en 

los siguientes términos: 

La normativa vigente (artículo 31 de la Ley 2069 de 2020 y artículo 2.2.1.2.4.2.18 del 

Decreto 1082 de 2015, adicionado por el Decreto 1860 de 2021) impone a las entidades 

estatales el deber de establecer condiciones habilitantes diferenciales que promuevan y 

faciliten la participación de las Mipyme. Sin embargo, no exige que dicho tratamiento 

diferencial deba aplicarse necesariamente sobre los indicadores de capacidad financiera y 

organizacional, ni sobre todos los requisitos habilitantes de manera simultánea. 

La norma permite a la entidad escoger el(los) aspecto(s) en el(los) cual(es) implementará 

el criterio diferencial (experiencia, garantía de seriedad de la oferta, indicadores 

financieros/organizacionales u otros), conforme a la naturaleza del objeto contractual y a 

las condiciones del mercado. 

En el presente proceso de Selección Abreviada de Menor Cuantía No. SAMC-013-2026, 

la Entidad optó por establecer el tratamiento diferencial en el requisito de experiencia 

(numeral 3.13 del pliego de condiciones), permitiendo a los proponentes que acrediten la 

condición de Mipyme (así como a los emprendimientos y empresas de mujeres y de 

personas con discapacidad) acreditar la experiencia con un número mayor de contratos 

(hasta cuatro o seis, según el caso), en lugar de los tres máximos previstos de manera 

general. Esta medida constituye un criterio diferencial válido y efectivo, orientado a facilitar 

la participación de las Mipyme, en cumplimiento de la normativa citada. 

Respecto de los numerales 3.14 y 3.15.1, la referencia a que “el Proponente que 

demuestre la condición de Mipyme domiciliada en Colombia probará la capacidad 

financiera y organizacional de acuerdo con los indicadores señalados en la Matriz 2” no 

implica la existencia de valores diferenciales en dicha matriz, sino que dichos proponentes 

se sujetan a los mismos indicadores generales previstos en la Matriz 2, los cuales se 

corresponden a los establecidos en el análisis del sector. El tratamiento diferencial se 

concentró, como se indicó, en la experiencia. 

En consecuencia, el pliego de condiciones no resulta incompleto ni contradictorio, toda 

vez que cumple con el mandato legal de establecer condiciones diferenciales a favor de 

las Mipyme, las cuales fueron implementadas de manera expresa y verificable en el 



     

 

  

requisito de experiencia. Por lo anterior, no se estima necesario incluir una columna de 

indicadores diferenciales en la Matriz 2 ni modificar los numerales 3.14, 3.15.1 y 4.5 en el 

sentido solicitado. 

Así las cosas, no es de recibo su observación. 

EN ATENCIÓN A LA CUARTA Y QUINTA OBSERVACIÓN, la entidad le da respuesta en 

los siguientes términos: 

En relación a la selección objetiva, el artículo 5° de la Ley 1150 de 2007 establece lo 

siguiente:  

“(…) 

ARTÍCULO 5º - DE LA SELECCIÓN OBJETIVA. Es objetiva la selección en la cual la escogencia se haga al 

ofrecimiento más favorable a la entidad y a los fines que ella busca, sin tener en consideración factores de 

afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva. En consecuencia, los factores de 

escogencia y calificación que establezcan las entidades en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, 

tendrán en cuenta los siguientes criterios:  

La capacidad jurídica y las condiciones de experiencia, capacidad financiera y de organización de los 

proponentes serán objeto de verificación de cumplimiento como requisitos habilitantes para la participación en 

el proceso de selección y no otorgarán puntaje, con excepción de lo previsto en el numeral 4 del presente 

artículo. La exigencia de tales condiciones debe ser adecuada y proporcional a la naturaleza del contrato a 

suscribir y a su valor. La verificación documental de las condiciones antes señaladas será efectuada por las 

Cámaras de Comercio de conformidad con lo establecido en el artículo 6 de la presente ley, de acuerdo con lo 

cual se expedirá la respectiva certificación. La oferta más favorable será aquella que, teniendo en cuenta los 

factores técnicos y económicos de escogencia y la ponderación precisa y detallada de los mismos contenida 

en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, resulte ser la más ventajosa para la entidad, sin que la 

favorabilidad la constituyan factores diferentes a los contenidos en dichos documentos. En los contratos de 

obra pública, el menor plazo ofrecido no será objeto de evaluación. La entidad efectuará las comparaciones 

del caso mediante el cotejo de los ofrecimientos recibidos y la consulta de precios o condiciones del mercado 

y los estudios y deducciones de la entidad o de los organismos consultores o asesores designados para ello. 

En los procesos de selección en los que se tenga en cuenta los factores técnicos y económicos, la oferta más 

ventajosa será la que resulte de aplicar alguna de las siguientes alternativas: 

a) La ponderación de los elementos de calidad y precio soportados en puntajes o fórmulas 

señaladas en el pliego de condiciones; o  

b) La ponderación de los elementos de calidad y precio que representen la mejor relación de costo-

beneficio para la entidad.  

(…)”.  

Así las cosas, esta entidad, con el fin de escoger la oferta más favorable, ha optado por la 

alternativa a); la ponderación de los elementos de calidad y precio soportados en puntaje 

o fórmulas señaladas en el pliego de condiciones; y, por lo anterior, ha requerido 

elementos de calidad y precio que se encuentran contenidos en el CAPÌTULO IV del 

pliego de condiciones, así: 

“(…) CAPÍTULO IV CRITERIOS DE EVALUACIÓN, ASIGNACIÓN DE PUNTAJE Y CRITERIOS DE 

DESEMPATE. 

La Entidad calificará las ofertas que hayan cumplido con los requisitos habilitantes con los siguientes puntajes: 
 

Concepto Puntaje máximo 

Oferta económica 45 



     

 

  

Concepto Puntaje máximo 

Factor de calidad 34,5 

Apoyo a la industria nacional 20 

Emprendimientos y empresas de mujeres 0,25 

Mipyme 0,25 

Total 100 

 

Las Entidades deberán reducir durante la evaluación de las ofertas dos (2) puntos a los Proponentes que se 

les haya impuesto una o más multas o cláusulas penales durante el último año, contado a partir de la fecha 

prevista para el cierre del proceso, sin importar la cuantía y sin perjuicio de las demás consecuencias 

derivadas del incumplimiento. Esta reducción también afectará a los Consorcios y a las Uniones Temporales si 

alguno de sus integrantes se encuentra en la situación anterior. 

 

La reducción del puntaje antes señalada no se materializará en caso de que los actos administrativos que 

hayan impuesto las multas sean objeto de control jurisdiccional previstos en la Ley 1437 de 2011 o las normas 

que la modifiquen, adicionen o sustituyan. Además, se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6 de 

la Ley 2020 de 2020. Lo anterior de conformidad con el artículo 58 de la Ley 2195 de 2022 y las normas que 

lo modifiquen, sustituyan, adicionen o reglamenten. 

(…) 

4.2. FACTOR DE CALIDAD: 38,50 PUNTOS 

La entidad asignará el puntaje de factor de calidad como sigue: 

Conceptos Puntaje  

(i) DESEMPEÑO DEL CONTRATISTA EN CONTRATOS ANTERIORES 20 

(ii) GRUPO DE TRABAJO 14,5 

Total 34,5 

 

(…)”.  

De lo anterior se colige que, el cumplimiento de proponentes en contratos anteriores y el 

grupo de trabajo, como aspecto puntuable, se establecen como una necesidad de contar 

con un contratista y unos profesionales idóneos del personal que estará al frente de la 

dirección, control y ejecución del contrato y atienden a las características específicas de 

este tipo de contrataciones. 

La entidad, respetando el tratamiento igualitario a los proponentes, ha establecido reglas 

claras y objetivas que garantizan la pluralidad de oferentes dentro del presente proceso 

de selección, fundamentada obviamente en las estipulaciones contenidas en la Ley 80 de 

1993 y demás normas concordantes y complementarias. 

En materia de contratación estatal el derecho a la libre concurrencia a los procesos de 

selección que adelantan las entidades públicas no es un principio absoluto; por ello es 

posible legítimamente su limitación con el objeto de garantizar intereses superiores como 

los inmersos en el proceso selectivo que se adelanta. Al efecto, la Sección Tercera de la 

Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, mediante sentencia del 19 

de julio de 2001, CP. Dr. Alier Hernández Enríquez, expediente 12037 dijo: “La libre 

concurrencia permite el acceso al proceso licitatorio de todas las personas o sujetos de 

derecho interesados en contratar con el Estado, mediante la adecuada publicidad de los 



     

 

  

actos previos o del llamado a licitar Es un principio relativo, no absoluto o irrestricto, 

porque el interés púbico impone limitaciones de concurrencia relativas, entre otras, a la 

naturaleza del contrato y a la capacidad e idoneidad del oferente”. (Posición reiterada 

mediante sentencia del 5 de mayo de 2005, exp. 11855).  

Significa lo anterior, que tratándose de procesos de selección, es legalmente posible que 

una entidad fije condiciones que garanticen la idoneidad y suficiencia del proponente en 

orden a garantizar la selección objetiva, que se debe dar en el marco de la existencia de 

requisitos justos directamente relacionados con el proceso de selección y a las 

actividades a ejecutar, más si como consecuencia del mismo, la entidad púbica 

circunscribe la participación a una determinada categoría de contratistas, esto es, 

aquellos que cumplen con tales exigencias, su conducta es legítima, en razón a que 

dichas exigencias en la concurrencia ocurre por razones objetivas, razonables y 

proporcionales, no por capricho o arbitrio de la Entidad. 

Así las cosas, la entidad considera que los aspectos requeridos son suficientes para 

demostrar la idoneidad y la experiencia de la persona (natural o jurídica) o proponente 

plural, que ejecute el objeto a contratar. 

EN ATENCIÓN A LA SEXTA Y SEPTIMA OBSERVACIÓN, La entidad se permite informar 

que no se acepta la solicitud de ampliar las profesiones admitidas para los perfiles del 

grupo de trabajo, por las siguientes razones: 

El objeto del contrato consiste en la prestación de servicios profesionales para la 

realización de la campaña de educación y seguridad vial “Chinú se mueve seguro”, 

dirigida a los actores viales del municipio. Se trata, por tanto, de una intervención de 

carácter educativo, pedagógico, de sensibilización y de cambio cultural, orientada a 

modificar comportamientos de los diferentes actores de la vía, y no de un proyecto de 

diseño, señalización o ingeniería de infraestructura vial. 

En ese contexto, los perfiles exigidos en el numeral 4.2.2 fueron definidos de manera 

proporcional y coherente con las actividades que efectivamente se van a ejecutar: 

• El Coordinador (Administración de Empresas, Administración Pública o afines, con 

especialización en Gestión Pública) responde a la necesidad de liderar, articular y 

gestionar la campaña con entidades públicas, instituciones educativas y 

comunidad. 

• El Profesional en Trabajo Social es indispensable para el componente de 

intervención comunitaria, tejido social, participación ciudadana y acompañamiento 

a los actores viales. 

• El Técnico en Seguridad Vial cubre de manera específica el conocimiento técnico 

en educación y seguridad vial, prevención de siniestros, movilidad y cultura 

ciudadana. 

Estos perfiles no están orientados exclusivamente a la “gestión pública y trabajo 

comunitario” de forma abstracta, sino que se ajustan precisamente a la naturaleza dual de 

la campaña: educación + seguridad vial con enfoque comunitario. El componente técnico 



     

 

  

especializado en seguridad vial ya se encuentra garantizado con el perfil del Técnico en 

Seguridad Vial. 

Ampliar de manera genérica las profesiones admitidas (por ejemplo, incluyendo 

ingenieros de tránsito, civil u otras disciplinas orientadas a la infraestructura) 

desnaturalizaría el objeto del contrato y podría generar un equipo menos idóneo para las 

actividades de sensibilización, pedagogía y trabajo con la comunidad que constituyen el 

núcleo de la campaña. 

En consecuencia, los perfiles actualmente exigidos se mantienen por cuanto resultan 

adecuados, proporcionales y pertinentes al objeto contractual y a las actividades a 

ejecutar. 

Así las cosas, no es de recibo su observación. 

EN ATENCIÓN A LA OCTAVA OBSERVACIÓN, Nos permitimos informarle que la casilla 

de objeto se encuentra vacía para que sea diligenciada conforme al objeto del proceso de 

selección. 

Ahora bien, frente a la nota de “La oferta más favorable se determinará de acuerdo con el 

menor precio del servicio requerido a precio unitario”, esta será eliminada del formulario 1 
mediante adenda. 
 

Dado que el propio formulario advierte que no será objeto de aclaración y que cualquier 

error en su diligenciamiento puede generar rechazo, y con el fin de evitar que 

inconsistencias atribuibles a la entidad afecten a los proponentes, se procederá a corregir 

el Formulario 1 mediante adenda. 

De esta manera se garantiza la claridad, coherencia y seguridad jurídica del documento, 

evitando cualquier afectación a los proponentes por errores de la entidad. 

Finalmente, el cronograma del proceso fue estructurado de conformidad con las 

disposiciones legales vigentes, en particular lo establecido en el artículo 2.2.1.1.2.2.1 del 

Decreto 1082 de 2015 y demás normas concordantes que regulan la expedición de 

adendas en esta modalidad de selección. 

El plazo previsto para la presentación de ofertas garantiza tiempo suficiente para la 

elaboración y presentación de las propuestas por parte de los interesados, en observancia 

de los principios de transparencia, igualdad, libre concurrencia y economía que rigen la 

contratación estatal. 

Así las cosas, no se harán modificaciones al mismo. 

ESCRITO No. 2: EDIM IGENIERIA  



     

 

  

 

 

EN ATENCIÓN A LA PRIMERA OBSERVACIÓN, Ver respuesta a la segunda observación 

del escrito No. 1. 



     

 

  

EN ATENCIÓN A LA SEGUNDA OBSERVACIÓN, Ver respuesta a la primera observación 

del escrito No. 1. 

EN ATENCIÓN A LA TERCERA OBSERVACIÓN, El cronograma del proceso fue 

estructurado de conformidad con las disposiciones legales vigentes, en particular lo 

establecido en el artículo 2.2.1.1.2.2.1 del Decreto 1082 de 2015 y demás normas 

concordantes que regulan la expedición de adendas en esta modalidad de selección. 

El plazo previsto para la presentación de ofertas garantiza tiempo suficiente para la 

elaboración y presentación de las propuestas por parte de los interesados, en observancia 

de los principios de transparencia, igualdad, libre concurrencia y economía que rigen la 

contratación estatal. 

En consecuencia, no se realizarán modificaciones al cronograma. 

ESCRITO No. 3: FUNDACIÓN FAMAS 

 



     

 

  

 

EN ATENCIÓN A LA PRIMERA OBSERVACIÓN, Ver respuesta a la octava observación 

del escrito No. 1 

EN ATENCIÓN A LA SEGUNDA OBSERVACIÓN, La entidad no acepta la observación 

presentada, en cuanto pretende que se incorporen de manera general las expresiones «o 

áreas afines» para ampliar los títulos de formación académica exigidos para los cargos de 

coordinador y técnico en seguridad vial. 

Al respecto, se precisa que los perfiles requeridos para el personal mínimo exigido dentro 

del proceso de selección fueron definidos atendiendo a las necesidades técnicas del 

proyecto, las actividades que se ejecutarán y las competencias profesionales que 

demanda el cumplimiento del objeto contractual. En consecuencia, la formación 

académica exigida responde a criterios de pertinencia e idoneidad previamente 

establecidos por la entidad, por lo que no resulta procedente ampliar los requisitos 

mediante la inclusión de áreas de formación distintas de las expresamente previstas en 

las tablas técnicas de los estudios previos y del pliego de condiciones. 

En particular, para el cargo de coordinador, el requisito de formación académica 

correspondiente a la especialización en Gestión Pública deberá entenderse conforme a lo 

expresamente señalado en el pliego de condiciones, sin que se admita la acreditación de 



     

 

  

especializaciones en otras áreas bajo el argumento de que guardan afinidad con dicho 

campo de formación. 

De igual manera, para el cargo de técnico en seguridad vial, se exigirá la formación en 

educación y seguridad vial en los términos establecidos en los documentos técnicos del 

proceso, sin que resulte admisible extender dicho requisito a otras áreas académicas con 

fundamento en una supuesta afinidad. 

En consecuencia, no se accederá a la solicitud de incorporar la expresión «o áreas 

afines» en los perfiles señalados ni de establecer mecanismos de equivalencia académica 

no contemplados en los requisitos del proceso. La entidad mantendrá la exigencia de los 

títulos expresamente definidos, con el propósito de preservar la claridad de los requisitos, 

la idoneidad del personal propuesto y la aplicación objetiva de las condiciones de 

participación y evaluación. 

EN ATENCIÓN A LA TERCERA OBSERVACIÓN, La entidad se permite aclarar que el 

requisito relacionado con la acreditación de ReTHUS para el profesional en Trabajo Social 

fue eliminado del pliego de condiciones definitivo. En consecuencia, para la elaboración y 

presentación de su oferta, los interesados deberán ceñirse estrictamente a los requisitos, 

perfiles y condiciones establecidos en dicho documento, el cual constituye la regla que 

orienta la participación y evaluación de las propuestas dentro del presente proceso de 

selección. 

En consecuencia, la evaluación de las propuestas se realizará con sujeción a los 

requisitos expresamente establecidos en el pliego de condiciones definitivo, sin que sea 

admisible incorporar exigencias que fueron excluidas de su versión final. 

EN ATENCIÓN A LA CUARTA OBSERVACIÓN, Nos permitimos informarle que para la 

evaluación financiera y organizacional de las propuestas se efectuará a partir de la 

información contenida en el RUP vigente y en firme, en ese sentido, se tomará la 

información financiera a será a 31 de diciembre de 2025. 

Así las cosas, la entidad modificará el numeral 3.16.1. del pliego de condiciones mediante 

adenda, el cual, quedará del siguiente tenor: 

“(…) 3.16.1. PERSONAS NATURALES O JURÍDICAS NACIONALES Y EXTRANJERAS CON DOMICILIO O 

SUCURSAL EN COLOMBIA 

La evaluación financiera y organizacional de las propuestas se efectuará a partir de la información contenida 

en el RUP vigente y en firme. En tal sentido, la evaluación de la capacidad financiera se realizará de acuerdo 

con la información reportada en el Registro, de acuerdo con las disposiciones establecidas en la Subsección 

5, de la Sección 1, del Capítulo 1, del Título 1, de la Parte 2 del Decreto 1082 de 2015, o las normas que las 

modifiquen, adicionen o sustituyan, por lo que se tomará la información financiera del 31 de diciembre de 

2025.  

Los Proponentes extranjeros sin domicilio o sucursal en Colombia no están obligados a tener RUP y por tanto 

la verificación de esta información procederá en los términos definidos en el siguiente numeral. (…)”. 

EN ATENCIÓN A LA QUINTA OBSERVACIÓN, la entidad se permite informar que el 

requisito de nota de presentación personal ante notario, obedece a la necesidad de 

constatar la veracidad y compromiso que deben tener los profesionales aportados para la 



     

 

  

ejecución del proceso, de tal suerte que las condiciones exigidas por la entidad para 

seleccionar a un contratista que ejecutará un contrato público, implican responsabilidad. 

Adicionalmente, se exige la nota de presentación personal a que en ocasiones se 

presentan ofertas con hojas de vida y cartas de compromiso firmadas por personas 

distintas, lo que ha generado problemas con terceros por el uso de documentación sin 

autorización. 

Este requerimiento no obedece a una exigencia de autenticidad como tal de la carta de 

compromiso, solamente es tener la certeza de quien la firma corresponda a la voluntad de 

la persona, pues la entidad es respetuosa del principio de buena fe, lo que se trata de 

evitar es el uso fraudulento de documentación de terceros en el trámite de estos 

procesos. 

En ese sentido, no es de recibo su observación por extemporánea y por lo expresado en 

líneas anteriores. 

EN ATENCIÓN A LA SEXTA OBSERVACIÓN, No permitimos informarle que la entidad 

procederá a ajustar, el literal c del numeral 4.2.2. del pliego de condiciones, relacionadas 

con el momento a partir del cual se contabiliza la experiencia profesional del personal 

requerido. 

Lo anterior, con el propósito de precisar la distinción entre los requisitos legales exigibles 

para el ejercicio de cada profesión y el momento a partir del cual se computa la 

experiencia profesional, de conformidad con el artículo 229 del Decreto Ley 019 de 2012 y 

las disposiciones especiales aplicables a cada título académico exigido en el proceso de 

selección. 

En ese sentido, quedará del siguiente tenor: 

“(…)  

4.2.2. GRUPO DE TRABAJO 

En el caso de este criterio se asignarán 14,5 puntos. 

CARGO 

PERFIL 

TECNICO O 

PROFESIONAL 

EXPERIENCIA 

GENERAL 

EXPERIENCIA 

ESPECIFICA 
CANTIDAD PUNTAJE 

COORDINADOR 

Profesional en 

Administración 

de empresas, 

Administración 

pública y/o 

afines, con 

especialización 

en Gestión 

Pública. 

Mínimo tres (3) 

años de 

experiencia 

contados a 

partir de la 

tarjeta 

profesional. 

Mínimo un (1) año 

de experiencia 

relacionada con 

gestión, 

formulación, 

planeación, 

coordinación, 

seguimiento y 

evaluación de 

proyectos, 

programas o 

estrategias de 

carácter social, 

1 5 PUNTOS 



     

 

  

institucional o 

comunitario, así 

como en 

articulación con 

entidades públicas 

y cumplimiento de 

metas de gestión.  

PROFESIONAL EN 

TRABAJO SOCIAL 

Profesional en 

Trabajo Social. 

 

Mínimo dos (2) 

años de 

experiencia 

contados a 

partir de la 

expedición de 

la tarjeta 

profesional.  

Mínimo un (1) año 

de experiencia 

relacionada con la 

formulación, 

ejecución o 

acompañamiento 

de programas, 

proyectos o 

estrategias 

relacionadas con 

intervención 

comunitaria, 

fortalecimiento del 

tejido social, 

participación 

ciudadana, 

convivencia, o 

desarrollo 

comunitario. 

1 5 PUNTOS 

TÈCNICO EN 

SEGURIDAD VIAL 

Técnico en 

educación y 

seguridad vial. 

Mínimo un (1) 

año de 

experiencia 

contados a 

partir de la 

expedición del 

diploma. 

Mínimo seis (6) 

meses de 

experiencia 

relacionada con 

actividades 

relacionadas con 

seguridad vial, 

tránsito, movilidad, 

educación vial, 

prevención de 

siniestros viales, 

cultura ciudadana, 

planes estratégicos 

de seguridad vial, 

campañas de 

sensibilización, 

gestión de 

proyectos, 

articulación 

institucional o 

ejecución de 

programas y 

proyectos 

relacionados con 

movilidad y 

seguridad vial. 

1 
4,5 

PUNTOS 

 
Para efectos de la verificación, el proponente deberá presentar, junto con su oferta, la documentación que 
acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos para el personal requerido. PARÁGRAFO PRIMERO: 
Deberán allegarse hojas de vida debidamente diligenciadas y firmadas en original, junto con los soportes de la 
información contenida en la misma. PARÁGRAFO SEGUNDO: Si el proponente resultara adjudicatario del 



     

 

  

contrato, deberá mantener para la ejecución del contrato, el personal presentado en la propuesta. 
PARÁGRAFO TERCERO: Deberá allegarse con la propuesta fotocopia de cédula de ciudadanía, Certificado 
de no encontrarse reportado en el Registro Nacional de medidas correctivas RNMC de la Policía Nacional, y 
las cartas de compromiso debidamente diligenciadas por el personal propuesto debidamente firmadas en 
original y con nota de presentación personal ante notario. 
 
La verificación de la documentación aportada para efectos de demostrar las condiciones solicitadas para el 
personal requerido se sujetará a las siguientes reglas especiales: 
 
a. Para la acreditación de la experiencia de cada uno del profesional se deberá presentar la matrícula o tarjeta 
profesional vigente y certificaciones de los contratos ejecutados con su respectiva acta de liquidación o 
certificación debidamente firmada y expedida por la entidad contratante, que contenga, como mínimo, la 
siguiente información: 
 
- Nombre del contratante. 
- Objeto del contrato. 
- Cargo desempeñado. 
- Fechas de inicio y terminación del contrato. 
- Firma del personal competente. 
 
b. Las certificaciones de experiencia en idioma diferente al castellano deberán acompañarse de la traducción 
correspondiente. 
 
c. La experiencia general del profesional cuando se solicite, sólo podrá ser contabilizada a partir de la fecha 
de expedición del diploma o de la tarjeta o matrícula profesional, según corresponda. 
 
Para el caso de los profesionales cuya tarjeta o matrícula profesional no indique la fecha de su expedición, 
deberán aportar el documento expedido por el ente correspondiente en donde se indique la fecha de 
expedición de la misma. 
 
d. Cuando se presenten experiencias simultáneas, (tiempos traslapados) no se realizará doble contabilización. 
 
e. Los estudios de educación superior (pregrado), así como los estudios técnicos se acreditarán mediante 
fotocopia de los diplomas respectivos o certificados de obtención del título correspondiente. 
 
f) la experiencia del grupo del trabajo operativo se acreditará con certificación de experiencia específica, la 
cual deberá contener la siguiente información: 
- Nombre del contratante. 
- Objeto del contrato. 
- Cargo desempeñado. 
- Fechas de inicio y terminación del contrato. 
- Firma del personal competente (…)”. 

Atentamente: 

 

 
 

ROBERTO CARLOS RAMIREZ TRUJILLO 

ALCALDE 

MUNICIPIO DE CHINÚ 

 
 

Proyectó jurídicamente: Arrazola Abogados Asociados y Consultores S.A.S, Asesores Externos 

 

 


